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A quienes ejecutan la labor de protección de los derechos 
 y  prerrogativas consagradas en la Carta Política de Colombia, 
 efectivizando los postulados del Estado Social de Derecho. 
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1. INTRODUCCIÓN 
 
La conciliación es considerada como un mecanismo alternativo de solución de 
conflictos, pues mediante ella, se pretende que las partes enfrentadas en un determinado 
litigio o por diferencias en las relaciones jurídicas que hayan tenido, puedan o bien acudir 
a ella antes de incoar una acción judicial o bien ya habiéndose iniciado la misma, puedan 
solventar sus diferencias proponiendo acuerdos. 
 
Entratándose entonces de acciones contenciosas administrativas, la conciliación se 
consagro también como un mecanismo no sólo para permitir un acuerdo entre las partes 
dentro de un proceso, sino como una medida de descongestión judicial y taxativamente 
para ciertas acciones como las de reparación directa, las contractuales y las acciones de 
nulidad y restablecimiento del derecho, ésta última no para controvertir la nulidad o no 
del acto administrativo que se demanda, sino para conciliar precisamente ese 
restablecimiento del derecho siempre y cuando ostente la característica de “interés 
económico”. Así las cosas, si bien la conciliación prejudicial estaba consagrada como 
requisito de procedibilidad en las acciones mencionadas anteriormente, fue la Ley 1285 
de 2009 la que efectivizó este requisito y que volvió imperativo este mandato, 
agregándole a la Lay 270 de 1996 “Estatutaria de la Administración de Justicia”, el 
artículo 42A donde se establece la obligatoriedad de la conciliación prejudicial ante la 
Jurisdicción contenciosa Administrativa. 
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Así pues, teniendo en cuenta que la conciliación prejudicial ha sido constituida con 
la teleología de ofrecer además acuerdos justos, rápidos y efectivos, se vislumbra como 
un procedimiento adecuado en caso de reclamación ante las entidades del Estado, además 
de coadyuvar, se repite, con la descongestión en los despachos judiciales. (Gómez, 2001, 
p. 2).  
 
Cabe preguntarse entonces, ¿Cuál es la efectividad de la conciliación prejudicial en 
materia contenciosa administrativa?, pretendiendo absolver este interrogante 
desarrollando los postulados de la conciliación, su aparecimiento en la legislación 
colombiana, así como la evolución dentro del derecho administrativo, y su actual estado, 
a la luz además de la entrada en vigencia de la Ley 1285 de 2009, que básicamente buscó 
pragmatizar un mecanismo de solución de conflictos que pese a su amplia regulación no 
estaba haciendo aplicado. 
 
Por ello el presente ensayo, pretende hacer una breve descripción y valoración de la 
conciliación prejudicial en los casos contenciosos administrativos, básicamente como 
requisito de procedibilidad, y como un mecanismo efectivo y adecuado de descongestión 
judicial, pese a que hasta el momento aún se requiere homologación por parte del juez 
administrativo. 
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2. FUNDAMENTACION DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN  
 
La Conciliación Administrativa en asuntos laborales surge como una etapa 
extraprocesal en la que se puede solucionar el conflicto o en su defecto constituye 
requisito de procedibilidad para acceder en la Administración de Justicia pretermitir esa 
etapa genera discusiones y criterios muy disimiles en la Comunidad jurídica entendiendo 
como tal Jueces, Abogados litigantes, Asesores Jurídicos de entidades Públicas, 
Procuradores Judiciales y estudiantes o población dicente. 
 
2.1 Problema de Investigación  
      
¿Cuál es el alcance de la conciliación extrajudicial frente a los derechos ciertos, 
indiscutibles e irrenunciables que deba conocer la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa en Manizales durante el 2010 – 2013? 
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3. HIPOTESIS 
 
Afirmativa 
Hay normatividad que regule la conciliación prejudicial y su aplicación en materia 
contenciosa Administrativa.  
 
Negativa 
 
La dinámica jurisprudencial, ha enseñado que el Honorable Consejo de Estado no 
ha tenido posiciones muy estables respecto a cuáles asuntos de los que son de naturaleza 
laboral no requieren agotar el requisito de procedibilidad para acceder a la administración 
de justicia. 
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4. JUSTIFICACION 
 
La dinámica jurisprudencial, ha enseñado que el Honorable Consejo de Estado no 
ha tenido posiciones muy estables respecto a cuáles asuntos de los que son de naturaleza 
laboral no requieren agotar el requisito de procedibilidad para acceder a la administración 
de justicia. 
 
Por otro lado, el artículo 161 del Código de Procedimiento Administrativo exige la 
conciliación extrajudicial para el medio de control relativo a pretensiones de nulidad y 
restablecimiento del derecho;  sin hacer excepción alguna con respecto a las laborales. 
 
Institucionalmente, la Procuraduría General de la Nación a través de sus 
procuradores judiciales administrativos, es la entidad competente para adelantar la 
conciliación extrajudicial; la que recomienda agotarla todos los asuntos laborales sin 
excepción alguna. 
 
Así mismo, la Corte Constitucional ha señalado que la conciliación es un 
mecanismo alternativo de solución de conflictos que permite la eficaz solución de los 
conflictos, evita la congestión judicial y permite materializar el principio de pronta 
justicia. 
 
Lo anterior, genera dentro de la comunidad jurídica la necesidad de hacer un 
esfuerzo investigativo que contribuya positivamente a determinar si exigir la conciliación 
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extrajudicial afecta o no el marco que protege las garantías mínimas establecidas en el 
artículo 53 de la Constitución Política a los trabajadores del Estado. 
 
Mediante este trabajo se pretende aportar a la comunidad jurídica, herramientas 
claras que le brinden claridad suficiente acerca de cuál debe ser el camino adecuado sobre 
la procedencia o no de la conciliación extrajudicial en asuntos laborales, aunque versen 
sobre derechos ciertos, indiscutibles e irrenunciables. 
C o n c i l i a c i ó n  a d m i n i s t r a t i v a  d e r e c h o s  c i e r t o s  | 12 
 
5. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
 
5.1 Objetivo General  
 
Describir el alcance de la conciliación extrajudicial frente a los derechos ciertos, 
indiscutibles e irrenunciables que deba conocer la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa en Manizales durante el 2010 – 2013 
 
5.2 Objetivos Específicos 
 
 Identificar normativamente la regulación que ha tenido la conciliación 
administrativa en Colombia. 
 
 Comparar Jurisprudencia del Consejo de Estado, la Corte Constitucional y la 
Doctrina respecto a la conciliación administrativa en Colombia. 
 
 Determinar la tendencia de la Jurisdicción contenciosa respecto a la conciliación 
administrativa en Manizales en el año 2010 – 2013 
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6. MARCO REFERENCIAL 
 
6.1 Estado de Arte 
 
Tesis denominada “La figura de la conciliación y sus límites  dentro del marco legal 
de lo contencioso administrativo en Colombia”, por  Luisa  Fernanda Caicedo López y 
William Tabares Perea, 2014. 
 
Aspectos: Este tesis analiza como la conciliación es usada como un mecanismo de 
resolución de conflictos que mirada desde el punto de vista jurídico-procesal es 
reconocida como un mecanismo de acceso a la administración de justicia, que como tal, 
tiene límites impuestos por el legislador y que han sido reconocidos como razonables por 
parte de la Corte Constitucional. Adicionalmente, expone como la normatividad legal 
vigente en materia de conciliación contenciosa administrativa, todas las personas 
jurídicas de derecho público podrán conciliar los conflictos de carácter particular y 
contenido económico que se ventilen ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo 
mediante las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, de reparación directa, de 
controversias contractuales y de repetición.  
 
Por ultimo también expone que los cambios en asuntos tributarios y electorales no 
será procedentes en la conciliación. Esta institución jurídica, como hoy está prevista en 
Colombia, podrá convertirse en una herramienta que permitirá una adecuada convivencia 
toda vez que incluye arreglos satisfactorios, con ventajas colaterales que garantizan la 
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mutua satisfacción de derechos recurridos por las partes y permite la efectiva solución de 
conflictos con una celeridad no establecida en algún otro mecanismo jurídico procesal. 
 
Tesis titulada “La conciliación prejudicial en el derecho administrativo 
Colombiano” por Rafael Gómez Robledo, 2001. 
 
Aspectos: Esta tesis hace énfasis en la problemática de la sociedad contemporánea en 
donde la proliferación y acumulación de demandas en los espacios judiciales dificulta  la 
consecución de una pronta y cumplida justicia. 
 
Monografía de grado denominada “La conciliación y el ministerio público: la 
conciliación extrajudicial en lo contenciosos administrativo en la ciudad de Bogotá 
D.C.,”  por José Alberto García Cortes y Aida Luz Granada Parra, 2011. 
 
Aspectos: Esta monografía tuvo como proposito investigar la conciliación 
extrajudicial previa realización del marco histórico, conceptualización y efecto, ya que es 
un instrumento y negocio jurídico de descongestión judicial, que incluye presupuesto 
sustancial y procedimental para su realización. Así mismo se analiza su trámite y 
celebración, en el primer semestre del presente año del 2011 en el Distrito Capital de 
Bogotá. La conciliación extrajudicial la encontramos como requisito de procedibilidad 
para: acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, reparación directa, y acciones 
contractuales en la jurisdicción de lo contenciosos administrativo. También se establece 
para la indemnización de perjuicios a la victimas de derechos humanos, en las acciones 
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de repetición y en los tribunales de arbitramento en los que debaten intereses 
contractuales estatales. 
 
6.2 Marco Teórico 
 
Una visión puntual y precisa de los mecanismos alternos de la solución de 
conflictos, con énfasis en la conciliación que abarca un marco jurídico constitucional y 
legal en su esencia, y haciendo  mención a  los elementos reguladores de la conciliación 
principalmente; en razón a la  implementación de mecanismos para descongestionar la 
admiración de justicia.  
 
Es así como la legislación, la doctrina y la jurisprudencia han querido han 
dinamizan el mecanismo de la conciliación como uno de los mejores caminos para 
dirimir controversias, alivianar la súper congestionada administración de justicia, como 
alternativa a la pronta justicia que tanto aclama la sociedad. 
    
Desde la legalidad Colombiana, se define la conciliación como “un mecanismo de 
resolución de conflictos a través del cual, dos o más personas gestionan por sí mismas la 
solución de sus diferencias con la ayuda de un tercero neutral y calificado, denominado 
conciliador” (art. 64, ley 446 de 1998). 
 
La Ley 640 de 2001 en su artículo 23 estipula...Conciliación 
extrajudicial en materia de lo contencioso administrativo. Las 
conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso 
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administrativo sólo podrán ser adelantadas ante los agentes del 
Ministerio Público asignados a esta jurisdicción y ante los 
conciliadores de los centros de conciliación autorizados para conciliar 
en esta materia. 
 
Se podrán conciliar todas las materias que sean susceptibles de transacción,  
desistimiento y conciliación (art. 19, Ley 640 de 2001).como extraprocesal para la 
solución de conflictos de derechos ciertos e indiscutibles e irrenunciables. 
 
Articulación de la conciliación. 
 
En éste documento de articulación,  se pretende  hacer  referencia  al tema de   la 
“Conciliación ”, exaltando el  componente crítico que admite como mecanismo 
alternativo en la solución de conflictos con el fin de  para garantizar el éxito  de las 
conciliaciones extraprocesales y procesales, y  más, el grado de incidencia que   tiene al 
ayudar  a encontrar el camino a una solución que satisfaga a las partes y así poder evitar 
un posible litigio. 
 
Asimismo, la ley colombiana define la conciliación como un mecanismo de 
resolución de conflictos a través del cual, dos o más personas gestionan por sí mismas la 
solución de sus diferencias, con la ayuda de un tercero neutral y calificado, denominado 
conciliador. Este tercero, puede ser un particular, acto que se hace con base en la 
Constitución política, que prescribe en su Artículo 116 inciso 4 modificado por el  
artículo 1° del A.L. 03 de 2002:  
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“Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la 
función de administrar justicia en la condición de conciliadores 
o  la de árbitros habilitados por las partes para proferir los 
fallos en derecho o en equidad…”. 
 
La segunda cuyas características es la formalidad, el apego a los rituales legales 
propios del Estado de Derecho Positivista, es cuando el conflicto se resuelve no buscando 
el equilibrio entre los intereses de las partes sino el cumplimiento del derecho; que entre 
otras cosas define cuándo es conciliable un litigio.  
 
En esta tercera perspectiva, define la conciliación como el momento extraprocesal 
más  beneficioso para las partes, con ocasión a las  controversias  de índole laboral que de 
no llegar a un acuerdo deben ser tramitadas en la jurisdicción contenciosa administrativa, 
toda vez que el hecho de no realizar la conciliación como requisito de procedibilidad es 
causal de rechazo de la demanda.  
 
Para realizar esta audiencia de conciliación el conciliador debe ser un facilitador 
creativo, con la cual podrá generar confianza y un ambiente propicio para lo que se 
pretende,  el cual ambientara a los interesados en el contexto futuro para el adecuado 
manejo de la audiencia. Deberá  ser estratégico, lo que implica conocer el asunto del 
conflicto para así direccionar correctamente el trámite de la misma; asumiendo una 
posición de neutralidad dejando claro que su posición es la de facilitador con el ánimo de 
encontrar una  pronta solución que satisfaga a las partes sin salirse del marco legal. 
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Igualmente debe ser comprensivo en el momento en que las partes se refieran a  
aspectos relevantes del conflicto; del conciliador se exige discrecionalidad y 
confidencialidad lo que va a generar confianza en él tercero neutral  por partes de las 
partes en conflicto. Que de ser necesario según el desarrollo de la audiencia el facilitador 
podrá entrar a ser parte activa buscando la construcción de acuerdos que beneficien a 
ambas partes y así lograr hacer efectiva la audiencia de conciliación.   
 
6.3 Marco Jurídico  
 
Frente a un gobierno de justicia lento, burocrático, colapsado, agregando la 
inseguridad que todo esto produce a quienes acuden a los tribunales, surge la necesidad 
de incorporar, un sistema que constituya una solución integrada a través del dialogo y la 
cooperación. 
 
La óptica por la cual las universidades forman a los estudiosos del derecho, se 
plasma en una concepción tradicional, influenciada por una cultura en la que se les 
transmite a los juristas  en formación, que las situaciones conflictivas son entendidas 
como un enfrentamiento de voluntades o choque de posiciones. 
 
Ésta propuesta de investigación “CONCILIACIÓN FRENTE A LOS DERECHOS 
CIERTOS, INDISCUTIBLES E IRRENUNCIABLES EN LA JURISDICCIÓN 
CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA EN MANIZALES, PERIODOS 2010-2013, 
muestra un espíritu en el cual el marco jurídico : la Constitución Política de Colombia de 
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1991, la Ley 23 de 1991, Ley 446 de 1998, el decreto 1818 de 1998, el Decreto 2511 de 
1998, el Decreto 1214 de 2000, la ley 640 de 2001, el Decreto 2771 de 2001, que 
reglamenta el Artículo 42 ley 640, el Decreto 030 de 2002, sustenta la práctica de la 
conciliación Administrativa en el país. 
 
Es de hacer notar, que la importancia de la aplicabilidad de la norma, la doctrina y 
la jurisprudencia, son el  marco de referencia dado para el tratamiento que se le deba dar 
a  casos reales, se con el fin único de  procurar la celeridad  y  eficacia en la solución de 
los conflictos de origen laboral público,  que de no ser posible encontrar una solución 
conciliada, esta sería la  herramienta como mecanismo de solución alternativa de 
conflictos  el requisito de procedibilidad para acceder a la jurisdicción contencioso 
administrativa. 
 
Se debe destacar: 
 
 que el artículo 13 de la Ley 1285 de 2009, estableció la conciliación 
extrajudicial como requisito de procedibilidad de las acciones 
establecidas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso 
Administrativo y determinó que ésta sería exigible a partir de la 
vigencia de la mencionada Ley. (22 de enero de 2009)”. (ARTICULO 
85. ACCION DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO) 
 
 Para dar correcto cumplimiento a la normatividad que regula la 
conciliación se hace necesario articular lo taxativo en la norma, con lo 
reflexivo según esta propuesta de proyecto y se refiere a la 
“Conciliación”, como una alternativa pronta, eficaz y  más 
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conveniente frente a las controversias que surgen del Derecho 
Laboral Público. 
 
Los mecanismos de solución de conflictos donde se destaca la conciliación, 
entendidos como el medio más expedito para el satisfacer unas diferencias en sentido 
genérico, entre dos  partes, es un objetivo fundamental de la conciliación; pretendiendo la 
búsqueda de la convivencia pacífica dentro de la realidad social sin apartarnos de nuestro 
ordenamiento jurídico. 
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7. METODOLOGIA DE INVESTIGACION 
 
7.1 Tipo de Investigación 
 
En este proyecto se opta por utilizar el tipo de investigación descriptiva y 
relacional, ya que su principal objetivo es: “Develar las posiciones Jurisprudenciales de la 
Corte Constitucional y el Consejo de Estado sobre la conciliación Administrativa frente a 
los derechos ciertos, indiscutibles e irrenunciables de los servidores públicos de 
Colombia”. 
 
7.2 Método de Investigación 
 
Se plantea una metodología de investigación de nivel descriptivo y relacional; 
descriptivo porque se pretende analizar y describir una visión general sobre las posiciones 
Jurisprudenciales de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado sobre la conciliación 
Administrativa frente a los derechos ciertos, indiscutibles e irrenunciables de los 
servidores públicos de Colombia y relacional porque se indagará sobre la normatividad 
que regula la conciliación Administrativa en asuntos laborales administrativos. 
 
7.3 Información Secundaria 
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Los instrumentos utilizados para el desarrollo de este proyecto son la revisión del 
estado del arte, bibliografía precisa, web grafía a disposición y el conocimiento previo 
que se tenga sobre la temática establecida. 
 
7.4 Información Primaria 
 
Al recolectar los datos obtenidos de primera fuente, es posible un acercamiento a la 
verdadera visión que se tiene respecto a la Conciliación Administrativa, frente a los 
Derechos Ciertos, Indiscutibles e Irrenunciables en la Jurisdicción Contenciosa 
Administrativa en el Estado Colombiano, la información secundaria parte de los temas 
encontrados en el material de consulta desprendido de la información primaria y datos 
recolectados de entrevistas con personas conocedoras del tema, documentales y videos.  
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8. DESARROLLO TEMÁTICO 
CAPÍTULO I: LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL EN DERECHO 
ADMINISTRATIVO 
 
GENERALIDADES  
 
La concepción primaria de la conciliación prejudicial, señala el hecho de ser 
concebida como un mecanismo alternativo de solución de conflictos, que tiene como 
finalidades la solución de las controversias que se suscitan en el caso del derecho 
administrativo, en litigios donde las entidades del Estado se encuentran involucradas, y 
de otro lado busca evitar la génesis de un proceso judicial donde la contienda lo hace más 
riguroso y formalista, pues debe adaptarse a los criterios procesalistas del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y de algunos 
principios que iluminan el procedimiento contencioso administrativo como lo es la 
justicia rogada y la carga procesal que deben atender las partes. 
 
Debe tenerse en cuenta, que dentro de los beneficios ofrecidos por la conciliación 
prejudicial, está el hecho de que las partes aporten propuestas de solución, buscando la 
equidad y la justicia, coadyuvando con ello a que los trámites conciliatorios se adapten al 
querer  de las partes y a los beneficios del interés público.  
 
Dentro de la conciliación las partes y el tercero imparcial conforman los sujetos 
procesales, por decirlo de alguna manera, que desarrollan el trámite correspondiente; así 
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pues, dentro de la conciliación prejudicial en derecho administrativo, en virtud de la Ley 
640, artículo 23, confiere competencia para conocer de los asuntos susceptibles de 
conciliación, a los Agentes del Ministerio Público, quien es considerado como el tercero 
imparcial dentro del proceso y esta llamado de conformidad con el Artículo 277 de la 
Constitución Política y las normas referentes a la conciliación a:  
 
“intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o 
administrativas cuando sea necesaria en defensa del orden jurídico, 
del patrimonio público, o de los derechos y garantías fundamentales", 
en materia de conciliación prejudicial su participación se limita a la de 
actuar en calidad de un tercero imparcial que cita y aviene a las partes 
para que lleguen a un acuerdo que solucione sus diferencias. Un 
conciliador no puede litigar en ningún sentido, debe solamente 
permitir que las partes lleguen a una verdadera autocomposición, pues 
son sólo ellas las que concilian aunque en presencia de un tercero”. 
(CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Tercera, sentencia del 15 de abril de 1996, Radicado: 11691. Consejero 
Ponente: Daniel Suárez Hernández.) 
 
 
Ahora bien, dentro de los diversos conceptos procesales que existen sobre la 
conciliación, cabe mencionar algunos que pese  a que son más civilistas, define la 
conciliación prejudicial de manera simple, pero contentiva de sus elementos sustanciales 
y haciendo alusión a sus beneficios:  
 
“La conciliación prejudicial es la ayuda prestada a las partes en  
conflicto para que se entiendan por su propia voluntad. Pero siempre 
se trata de una simple ayuda que no puede llegar más allá de una 
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recomendación determinada del conciliador para la solución del 
conflicto” (Krotosvkin, 1998, p.456). 
 
La definición de la conciliación, no es ajena al hecho de que no existe una 
definición única al respecto, puesto que son muchos los tratadistas que pretender arribar a 
la misma, pero pocos los acertados en discurrir sobre la perfecta conceptualización de 
esta figura procesal.  
 
No obstante, una de las definiciones más precisas dentro de la normativa 
colombiana y de la interpretación de la misma, es la presentada en la Jurisprudencia de la 
Corte Constitucional, que define la conciliación prejudicial como:  
 
“Una institución en virtud de la cual se persigue un interés público, 
mediante la solución negociada de un conflicto jurídico entre partes, 
con la intervención de un funcionario estatal, perteneciente a la rama 
judicial o a la administración, y excepcionalmente de particulares. 
Como caracteres esenciales que informan la conciliación se destacan 
los siguientes: a) Es un instrumento de autocomposición de un 
conflicto, por la voluntad concertada o el consenso de las partes. b) La 
conciliación constituye una actividad preventiva, en la medida en que 
busca la solución del conflicto antes de acudir a la vía procesal o 
durante el trámite del proceso, en cuyo caso no se llega al resultado 
final normal de aquél, que es la sentencia. En este último evento, se 
constituye en una causal de terminación anormal del proceso. c) La 
conciliación no tiene en estricto sentido el carácter de actividad 
judicial ni da lugar a un proceso jurisdiccional, porque el conciliador, 
autoridad administrativa o judicial, o particular, no intervienen para 
imponer a las partes la solución del conflicto en virtud de una decisión 
autónoma e innovadora. d) La conciliación es un mecanismo útil para 
la solución de los conflictos. e) La conciliación tiene un ámbito que se 
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extiende a todos aquellos conflictos susceptibles, en principio, de ser 
negociados, o en relación con personas cuya capacidad de transacción 
no se encuentre limitada por el ordenamiento jurídico. f) La 
conciliación es el resultado de una actuación que se encuentra reglada 
por el legislador”. (CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-106 de 
1999, marzo 17 de 1999, Magistrado Ponente: Antonio Barrera 
Carbonell.) 
 
El Consejo de Estado, por su parte ha establecido que la conciliación es:  
 
“La solución del conflicto a través de este mecanismo tiene como 
fundamento el ejercicio de la autonomía de la voluntad, pues, las partes 
determinan el alcance de la conciliación, transan sus diferencias, y buscan 
por este medio la extinción de la obligación” (CONSEJO DE ESTADO, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 3 de 
marzo de 2005, Radicado: 23875. Consejero Ponente: Ramiro Saavedra 
Becerra.) 
 
De otro lado, y en palabras del Procurador General de la Nación, la conciliación 
prejudicial es:  
 
La conciliación extrajudicial en asuntos de lo contencioso 
administrativo es un mecanismo de solución de los conflictos entre los 
particulares y el Estado, la cual debe, obligatoriamente, adelantarse 
ante un agente del Ministerio Público como requisito de 
procedibilidad, antes de presentar una demanda de nulidad y 
restablecimiento, de reparación directa o sobre controversias 
contractuales ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, en 
asuntos de naturaleza conciliable”.(PROCURADURIA GENERAL 
DE LA NACIÓN, 2009, P. 7.). 
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Ahora bien, cabe señalar que la conciliación prejudicial de manera general se 
constituye una vez acordada por las partes en cosa juzgada y presta mérito ejecutivo, en 
caso de un eventual proceso por incumplimiento de las partes. Por ello se señala que la 
conciliación se considera como un acto complejo y de naturaliza jurídica dispositiva, 
pues busca el arreglo de una contienda mediante ciertas concesiones, que deben realizar 
las partes, y que por otro lado busca precisamente desatar el enfrentamiento que hay entre 
las partes, por lo que ha sido llamada por diversos tratadistas como definitoria. (Valdés, 
1997, p.63).  
 
Igualmente, dentro del margen de los procesos contencioso administrativos 
susceptibles de conciliación prejudicial, están las acciones contractuales, las acciones de 
reparación directa y las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, estás ultimas 
como se dijo precedentemente, en lo relacionado estrictamente con el interés económico 
que devenga de las mismas, más no para pretender conciliar la nulidad del acto 
administrativo.  
 
2. EVOLUCIÓN DE LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL EN LA LEGISLACIÓN COLOMBIA  
  
La conciliación prejudicial en asuntos administrativos, vino a consagrarse 
primeramente mediante la ley 23 de 1991, la cual estableció en su artículo 59 lo 
siguiente:  
 
ARTICULO 59. Modificado por la Ley 446 de 1998, artículo 70.  
Podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o 
C o n c i l i a c i ó n  a d m i n i s t r a t i v a  d e r e c h o s  c i e r t o s  | 28 
 
judicial, las personas jurídicas de derecho público, a través de sus 
representantes legales o por conducto de apoderado, sobre conflictos 
de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda 
conocer la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de 
las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 
Contencioso Administrativo. 
 
Parágrafo 1º. En los procesos ejecutivos de que trata el artículo 75 de 
la Ley 80 de 1993, la conciliación procederá siempre que en ellos se 
hayan propuesto excepciones de mérito. 
Parágrafo 2º. No puede haber conciliación en los asuntos que versen 
sobre conflictos de carácter tributario” (Se resalta) 
 
Así las cosas, se consagró de manera inicial el requisito de la conciliación, no como 
requisito de procedibilidad, en el caso de las siguientes acciones: la de nulidad y 
restablecimiento de derecho, la de reparación directa, las acciones contractuales y ya en 
la etapa de juicio de las acciones ejecutivas en el caso de haberse propuesto las 
excepciones de mérito.  De la misma manera se prohibió la procedencia de la 
conciliación prejudicial para las acciones de carácter tributario.  
 
Posteriormente sería la Ley 446 de 1998, la que establecería en primera instancia la 
definición de la conciliación en su artículo 64, señalando: 
 
“Artículo 64. Definición. La conciliación es un mecanismo de 
resolución de conflictos a través del cual, dos o más personas 
gestionan por sí mismas la solución de sus diferencias, con la ayuda de 
un tercero neutral y calificado, denominado conciliador”. 
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Este artículo sería declarado en el año de 1999, exequible por la Corte 
Constitucional quien estableció su constitucionalidad, pues quien ejerció en su momento 
la acción de inconstitucionalidad contra la Ley 446 de 1998, no señalo los cargos frente a 
este artículo que tan sólo definía la conciliación. (CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia C.114 de 1999. Magistrado Ponente: Fabio Morón Díaz). 
 
Además de ello, la referida ley en su artículo 70 como se evidencio anteriormente 
reformó el artículo 59 de la Ley 23 de 1991, y en su artículo 71 dispuso además:  
 
“Artículo 71. Revocatoria directa. El artículo 62 de la Ley 23 de 1991, 
quedará así: 
 
"Artículo 62. Cuando medie Acto Administrativo de carácter 
particular, podrá conciliarse sobre los efectos económicos del mismo si 
se da alguna de las causales del artículo 69 del Código Contencioso 
Administrativo, evento en el cual, una vez aprobada la conciliación, se 
entenderá revocado el acto y sustituido por el acuerdo logrado." 
 
Este artículo, estableció que en el caso de llevarse a cabo conciliaciones donde 
mediaran actos administrativos, la misma sólo podía circunscribirse a sus efectos 
económicos, con la particularidad de que si se constataran las causales de pérdida de 
fuerza ejecutoria del acto administrativo consagradas en el artículo 69 del Código 
contencioso Administrativo, sería revocado el acto administrativo y en su lugar se 
sustituiría por el acuerdo logrado. Señalo esta Ley además, que la conciliación 
prejudicial sólo procedería cuando no procediera la vía gubernativa o la misma estuviera 
agotada, de conformidad con el artículo 89 ibídem.  
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Después de estas primeras normas, que establecieron la conciliación como un 
mecanismo que coadyuvaría a la descongestión de los despachos judiciales y que por 
demás no establecieron la conciliación como requisito de procedibilidad, vendría la Ley 
640 de 2000, que en su artículo 35 consagró la conciliación prejudicial como requisito de 
procedibilidad para asuntos de lo contencioso administrativo, confirmado por el artículo 
37 de la misma Ley, restando este requisito de procedibilidad a las acciones de 
repetición, convirtiéndolo en no obligatorio.  
 
En ese entonces la Corte Constitucional en sentencia C-314 de 2002, calificó de 
exequible específicamente en cuanto a la no exigencia de las acciones de repetición:  
 
“que los efectos de la competencia general configurativa del legislador 
en el terreno de la administración de justicia se reflejan, 
principalmente, en la potestad que le asiste al ente legislativo para 
determinar la forma en que los ciudadanos pueden acceder a las 
instancias judiciales, los mecanismos a través de los cuales pueden 
hacerlo, las etapas de los procedimientos adelantados ante ellas, los 
términos que delimitan dichas etapas y, en general, la estructura del 
método que permite a los asociados obtener una oportuna decisión del 
aparato judicial del Estado”. (Corte Constitucional. Sentencia C-314 
de 2002. Magistrado Ponente: Maro Gerardo Monroy Cabra.) 
 
Además en su artículo 23 establecería las reglas de la conciliación prejudicial de la 
siguiente manera:  
 
“Artículo 23. Conciliación extrajudicial en materia de lo contencioso 
administrativo. Las conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso 
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administrativo sólo podrán ser adelantadas ante los Agentes del Ministerio 
Público asignados a esta jurisdicción y ante los conciliadores de los centros de 
conciliación autorizados para conciliar en esta materia” 
 
En la norma transcrita, la parte subraya fue declarada inexequible por la Corte 
Constitucional, por las razones siguientes:  
 
“en efecto las normas acusadas establecen una delegación permanente 
de la función de administrar justicia en los particulares, desconociendo 
flagrantemente el texto del artículo 116 de la Carta que expresamente 
autoriza al legislador para atribuirles dicha función pero en forma 
transitoria. Ciertamente, cuando el artículo 23 acusado alude a “los 
conciliadores de los centros de conciliación”, indudablemente se está 
refiriendo a un grupo determinado de individuos que tienen como 
función habitual actuar como conciliadores, toda vez que se trata de 
personas que por regla general deben ser abogados en ejercicio que 
habiendo acreditado la capacitación en mecanismos alternativos de 
solución de conflictos avalada por el Ministerio de Justicia y del 
Derecho, se inscriben ante un centro de conciliación y se encuentran, 
por ende, en continua disponibilidad de servir como conciliador”. 
(CORTE CONSTITUCIONAL, sentencia C-893 de 2001. Magistrado 
Ponente: Clara Inés Vargas Hernández). 
 
En la actualidad y de conformidad con la Ley 1285 de 2009, que adicionó el 
artículo 42ª a la ley 270 de 1996 “Estatutaria de la Administración de Justicia”, estableció 
la conciliación como un requisito de procedibilidad en las acciones contenciosas 
administrativas, y es del siguiente tenor:  
 
“Artículo 42A. Conciliación judicial y extrajudicial en materia 
contencioso-administrativa. A partir de la vigencia de esta ley, cuando 
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los asuntos sean conciliables, siempre constituirá requisito de 
procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 
del Código Contencioso Administrativo o en las normas que lo 
sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación 
extrajudicial”. 
 
Así las cosas, pese a que este requisito ya se consagraba como requisito de 
procedibilidad en las acciones mencionadas no se había efectivizado tal requerimiento 
por las razones que se expondrá en el siguiente acápite del presente trabajo  
 
LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL COMO REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD Y SU 
OBLIGATORIEDAD A PARTIR DE LA LEY 1285 DE 2009 
 
Una vez desarrollado el tema de la evolución de la conciliación prejudicial en la 
normatividad colombiana, es procedente señalar o puntualizar en este capítulo porque 
pese a que la consagración legal como requisito de procedibilidad desde el año 2001, 
mediante la Ley 640, ya se tenía estipulado, es hasta este año donde se efectiviza y exige 
tal requisito, so pena de rechazar plano la demanda, sanción esta que si bien no consagra 
la Ley 1285 de 2009, si está estipulada en la Ley 640 de 2001, en el artículo 36. 
 
Pues bien, este cuestionamiento que pretende ser resuelto por el presente escrito, 
tiene  su asiento en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, quien en su momento 
estableció las causales del porque no podía ser exigida la conciliación como requisito de 
procedibilidad en las acciones contenciosas administrativas, donde la misma es 
procedente.  
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En primer lugar, se encuentra un referente legal sobre esta situación, a través de la 
Resolución No. 198 de 2002, emanada del Ministerio del Interior y de Justicia que dentro 
de sus considerando señalaba el hecho de no poderse exigir el requisito de procedibilidad 
en materia contencioso administrativo por el número de funcionarios públicos encargados 
de llevar a cabo las conciliaciones. Por ello estableció: 
 
“Que igualmente dicho Ministerio recibió las certificaciones 
requeridas por los artículos 5o. y 6o. del Decreto 2771 de 2001 acerca 
del número de funcionarios públicos facultados para conciliar por la 
Ley 640 de 2001 y del número de notarios; Que con base en las 
certificaciones referidas anteriormente no se dan los presupuestos 
para determinar la entrada en vigencia de la conciliación 
extrajudicial en derecho como requisito de procedibilidad para acudir 
ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo en ningún 
distrito judicial del país” (Se resalta). (MINISTERIO DEL INTERIOR 
Y DE JUSTICIA. Resolución no. 198 del 27 de Febrero de 2002, 
considerandos). 
 
Así las cosas, una vez reglamentado este procedimiento sólo para asuntos de familia 
y en materia civil por medio de la Resolución precedentemente mencionada, se desechó 
la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad ante la jurisdicción 
contencioso administrativa.  
 
No obstante, atendiendo los postulados de la descongestión de los despachos 
judiciales, se vuelve nuevamente a analizar  mediante sentencia C-713 de 2008, el 
problema planteado por la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad. En 
esta sentencia la Corte sorprendió con el estudio de constitucionalidad de un proyecto de 
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ley presentado precisamente para la reforma a la Justicia, donde en concepto del 
Procurador General de la Nación con los proyectos de Ley estatutaria No. 023/06 Senado 
y No. 286/07 Cámara “Por medio de la cual se reforma la Ley 270 de 1996 Estatutaria 
de la Administración de Justicia” , solicitaría la inexequibilidad del artículo 13 del 
proyecto de Ley, que consagraría la conciliación por los siguientes motivos: “La 
disposición contenida en el artículo 13 del proyecto en análisis, quebranta, entre otros, 
el principio de especialidad. La conciliación administrativa no puede establecerse como 
requisito de procedibilidad sin que previamente existan los medios materiales y 
profesionales suficientes”. (PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, Concepto 
No. 4488 del 23 de febrero de 2008, Expediente PE-030). 
  
Se colige de lo anterior, que la conciliación prejudicial no habría sido exigida como 
requisito de procedibilidad en materia contenciosa administrativa por el argumento de la 
deficiente planta de personal con que cuenta en la actualidad la Procuraduría General de 
la Nación.  
 
Así pues, cabe en estos momentos analizar los argumentos hasta el momento 
esbozados por quienes consideran la no obligatoriedad de esta figura en el procedimiento 
administrativo para las acciones consagradas en los artículos 137 y siguientes del CPAC. 
 
Debe en primera instancia señalarse que no es desconocida por la legislación 
colombiana la importancia que ostentan los Mecanismos Alternativos de solución de 
Conflictos, y pese a que todos han tenido regulaciones diferentes por parte del legislador, 
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ello ha obedecido a la especialidad jurídica de cada uno de los mismos, manteniéndose 
por demás la tradición jurídica de este principio que opera frente a las leyes.  
 
Así las cosas, como se vio precedentemente, muchos han sido los estatutos que 
regularon los aspectos conciliatorios tanto extrajudicial como judicialmente, cabe 
mencionar nuevamente la Ley 23 de 1991 “por medio de la cual se crean mecanismos 
para descongestionar los despachos judiciales, y se dictan otras disposiciones”, la Ley 
446 de 1998 “por la cual se adoptan como legislación permanente algunas normas del 
Decreto 2651 de 1991, se modifican algunas del Código de Procedimiento Civil, se 
derogan otras de la Ley 23 de 1991 y del Decreto 2279 de 1989, se modifican y expiden 
normas del Código Contencioso Administrativo y se dictan otras disposiciones sobre 
descongestión, eficiencia y acceso a la justicia”, el Decreto 1818 de 1998 “por el cual se 
expide el Estatuto de los mecanismos alternativos de solución de conflictos” y la Ley 
640 de 2001 “por la cual se modifican normas relativas a la conciliación y se dictan 
otras disposiciones”, así como la Ley 1285 de 2009, que generaría nuevamente la 
controversia que se analiza.  
 
Esta recopilación de normas sobre la conciliación y el análisis de las misma permite 
entonces señalar, que nada de novedoso introduce la Ley 1285 de 2009, en cuanto a la 
conciliación como requisito de procedibilidad en materia administrativa, por cuanto ya la 
Ley 640 de 2001 había consagrado en su artículo 37 tal aspecto, y que hasta el momento 
no se encuentra derogado en normatividad alguna que permita su aplicación, es más el 
artículo 13 de la Ley 1285, no establece ni siquiera aspectos reformatorios de la Ley y 
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mucho menos relevantes, más bien desconoce principios como el efecto útil de las 
normas1, pues ni siquiera se ocupa esta ley de regular de fondo aspectos normativos con 
respecto a la conciliación prejudicial administrativa. 
 
 Le resta importancia a este artículo como novedoso el hecho de que la Corte 
Constitucional2 haya establecido los fundamentos sobre los cuales debe analizarse una 
norma que regule aspectos como la conciliación prejudicial, tales son: el carácter 
voluntario; y la posible restricción del derecho de acción.   
 
De otro lado, y en su oportunidad el artículo 13 de los proyectos de Ley analizados 
en su momento por la Corte, daban cuenta de que los Agentes del Ministerio Público se 
encargarían de impartir justicia por cuanto, eran ellos quienes podían optar por remitir la 
conciliación a homologación por parte del Juez contencioso administrativo, 
desconociendo desde todo punto de vista la función jurisdiccional y por tanto vulnerando 
artículos como 277 y 278 de la Carta Política y se contraría lo dispuesto en los artículos 
11, 12, 34 a 37, 40 a 42 y 197, entre otros, de la propia Ley Estatutaria de Administración 
de Justicia.  
 
A lo cual se suma que la Corte Constitucional había establecido la importancia de 
aprobación judicial por parte de  los jueces administrativos en los siguientes términos:  
 
                                                 
1 Ibíd. 
2 CORTE CONSTITUCIONAL Sentencias C-160 de 1999. M.P. Dr. Antonio Barrera Carbonell  y C-893 
de 2001. M.P. Dra. Clara Inés Vargas Hernández. 
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“En materia contencioso administrativa, el legislador estableció unas 
condiciones particulares que reducen la posibilidad de afectación del 
derecho de acceso a la justicia en esta materia. En primer lugar, con el 
fin de proteger la legalidad y los intereses patrimoniales del Estado, la 
conciliación administrativa debe ser aprobada  judicialmente .En 
segundo lugar, la conciliación administrativa sólo puede ser 
adelantada ante los agentes del Ministerio Público asignados a la 
jurisdicción contencioso administrativa”. (CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia C-1195 de 2001). 
 
No obstante y pese a estos argumentos, la Corte Constitucional, resolvió en la 
sentencia ya citada C-713 de 2008, declaró inexequible sólo el inciso segundo del 
Artículo 13 de los proyectos de Ley estatutaria No. 023/06 Senado y No. 286/07 Cámara 
“Por medio de la cual se reforma la Ley 270 de 1996 Estatutaria de la Administración de 
Justicia”, esto es, los que hacían referencia a la opción de homologación por parte de los 
]jueces administrativos en aquellos casos en que así lo consideraran los Agentes del 
Ministerio Público, pero en lo referente a la conciliación como requisito de 
procedibilidad, la Corte estableció la exequibilidad, estableciendo:  
 
“De conformidad con la reiterada jurisprudencia de esta Corporación, 
la Sala considera que es conforme a la Carta Política que se mantenga 
el instituto de la conciliación como requisito de procedibilidad para las 
acciones consagradas en los artículos 86 y 87 del CCA. Así mismo, es 
constitucionalmente válido que se haga extensiva su exigencia a la 
acción de nulidad y de restablecimiento del derecho prevista en el 
artículo 85 del CCA. En este último evento resulta razonable aceptar la 
exigencia de conciliación prejudicial, pues lo que se discute son 
intereses de contenido particular y subjetivo, generalmente de orden 
patrimonial y no la legalidad o constitucionalidad en abstracto, que se 
C o n c i l i a c i ó n  a d m i n i s t r a t i v a  d e r e c h o s  c i e r t o s  | 38 
 
ventila a través de la acción de simple nulidad (artículo 84 del Código 
Contencioso Administrativo) o de la acción de nulidad por 
inconstitucionalidad (art.237-2 de la Constitución Política). En 
consecuencia, la Corte declarará la exequibilidad del inciso primero del 
artículo 13 del proyecto”. (CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-
713 de 2008. Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández) 
 
Así las cosas, la Corte no tuvo en cuenta el argumento de la deficiencia en los 
recursos humanos para poder tramitar la conciliación prejudicial administrativa como 
requisito de procedibilidad.  
 
Bien es procedente aquí realizar un recuento jurisprudencial de este aspecto,  en los 
fallos emitidos por parte de la Corte Constitucional. (Sentencia C-713 de 2008) 
 
 Sentencia C-893 de 2001, MP. Clara Inés Vargas Hernández, la Corte declaró 
inexequibles, entre otras, las normas que habilitaban al Gobierno para expedir el 
reglamento de los centros de conciliación en materia de lo contencioso 
administrativo, las que facultaban a los centros de conciliación para adelantar 
conciliaciones en asuntos de la jurisdicción contencioso administrativa, y las que 
señalaban que la conciliación extrajudicial supliría la vía gubernativa en las 
controversias de orden laboral. 
  
 Sentencia C-1195 de 2001, MP. Manuel José Cepeda y Marco Gerardo Monroy, 
la Corte encontró constitucionalmente válida, en términos generales, la 
conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad para acudir ante las 
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instancias judiciales. Respecto de la conciliación en materia contencioso 
administrativa, prevista entonces para los asuntos tramitados mediante las 
acciones señaladas en los artículos 86 y 87 del Código Contencioso 
Administrativo (acción de reparación directa y acción de controversias 
contractuales), la Corte explicó algunas de sus características y encontró ajustada 
a la Constitución el requisito de procedibilidad. En la misma sentencia, este 
Tribunal precisó que la inexequibilidad de la conciliación como requisito de 
procedibilidad en material laboral, no incluyó las controversias laborales propias 
de la jurisdicción contencioso administrativa. 
 
 Sentencia C-417 de 2002 se reafirma la constitucionalidad de la conciliación 
como requisito de procedibilidad para acudir ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo. No obstante, la Corte aclara que lo que se exige no es la 
celebración de un acuerdo conciliatorio, sino el intento de conciliación como paso 
previo y necesario para acudir ante la administración de justicia. 
 
 Sentencia C-910 de 2004, MP. Rodrigo Escobar Gil, la Corte examinó el artículo 
38 de la Ley 863 de 2003, que autorizó a los contribuyentes, responsables, agentes 
retenedores de impuestos nacionales y usuarios aduaneros, para conciliar con la 
DIAN en procesos de nulidad y restablecimiento del derecho tramitados ante la 
jurisdicción contencioso administrativa, siempre que no se hubiere proferido 
sentencia definitiva en las instancias del proceso, se elevara la solicitud antes del 
30 de junio del año 2004, se observaran los montos de acuerdo allí señalados y se 
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cumplieran otras exigencias adicionales previstas en esa ley. La Corte consideró 
que la norma no constituía una amnistía tributaría y por el contrario esa facultad 
de conciliación estaba dentro del marco de configuración propio del Legislador.  
 
 Sentencia C-033 de 2005, MP. Álvaro Tafur Gálvis, declaró exequible el 
parágrafo 3º del artículo 1 de la Ley 640 de 2001, según el cual, “en materia de lo 
contencioso administrativo el trámite conciliatorio, desde la misma presentación 
de la solicitud deberá hacerse por medio de abogado titulado quien deberá 
concurrir,  en todo caso, a las audiencias en que se lleve a cabo la conciliación”. 
Para la Corte esta regulación no implicaba un tratamiento violatorio del derecho a 
la igualdad, frente a la posibilidad de acudir sin abogado a la conciliación en 
asuntos propios de otras jurisdicciones, por tratarse de regulaciones que por su 
naturaleza son diferentes. Además, reitera que no se afecta el derecho de acceso a 
la justicia, pues la exigencia de un abogado en estos asuntos “resulta ser un medio 
idóneo y razonable para lograr un fin constitucionalmente legítimo, como lo es el 
de asegurar el cumplimiento de los principios de igualdad, transparencia y aún el 
de celeridad en el trámite conciliatorio”. 
 
 Finalmente la Sentencia C-713 de 2008, donde declaró la exequibilidad del 
artículo 13 de los proyectos de Ley estatutaria No. 023/06 Senado y No. 286/07 
Cámara “Por medio de la cual se reforma la Ley 270 de 1996 Estatutaria de la 
Administración de Justicia”  
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Con ello se concluye que el análisis de constitucionalidad de la conciliación como 
requisito de procedibilidad en materia contenciosa administrativa no se considera 
contraria a la Constitución, siempre y cuando su consagración garantice el derecho de 
acceso a la administración de justicia. 
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CAPÍTULO II: POSICIONES DEL CONSEJO DE ESTADO Y LA CORTE 
CONSTITUCIONAL SOBRE LA PROCEDENCIA DE LA CONCILIACIÓN 
PREJUDICIAL FRENTE A DERECHOS CIERTOS E  INDISCUTIBLES  
 
La conciliación sea esta prejudicial o judicial, puede adelantarse siempre y cuando 
se traten asuntos inciertos y que puedan ser discutidos por las partes. Existe pues un 
postulado constitucional a partir del cual emerge que entratándose de derechos laborales, 
éstos no pueden conciliarse o transigirse, pues precisamente afectan el núcleo esencial de 
prerrogativas que constitucionalmente son irrenunciables como los derechos laborales, 
verbi gratia, las prestaciones sociales como la pensión.  
 
En ese aspecto, se encuentra un pronunciamiento relevante por el Consejo de 
Estado, del año 2012, en el que advirtió que cuando se trata de derechos pensionales no 
era necesario adelantar la conciliación prejudicial y menos ser exigida como 
requisito de procedibilidad, pues se estaba frente a un asunto cuya naturaleza era cierta 
e indiscutible. Precisó la Corporación en dicho fallo:  
 
“De tal forma, que fue con la expedición de la Ley 1285 de 22 de enero 
de 2009, “Por medio de la cual se reforma la Ley 270 de 1996, 
Estatutaria de la Administración de Justicia”, que se estableció la 
conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad en la 
acción de nulidad y restablecimiento del derecho, en cuyo artículo 28 
dispuso que dicha exigencia regía a partir de su promulgación y de 
ello se sigue que surte efectos inmediatos, pues, según lo dispone el 
artículo 6° del Código de Procedimiento Civil, las normas procesales 
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son de orden público y por ende, de aplicación inmediata y obligatorio 
cumplimiento. 
 
“Al respecto señala este último artículo: 
 
“Artículo 6. Modificado por el art. 2, Ley 794 de 2003 Observancia de 
normas procesales. Las normas procesales son de orden público y, por 
consiguiente, de obligatorio cumplimiento, salvo autorización expresa 
de la ley. 
 
“Las estipulaciones que contradigan lo dispuesto en este artículo, se 
tendrán por no escritas.” 
 
“Es preciso resaltar que cuando entró a regir la Ley 1285 de 2009, 
esto es, el 22 de enero de ese año, aún estaba vigente el Decreto 2511 
de 10 de diciembre de 1998, el que, como ya se anotó, reguló el 
procedimiento para la conciliación extrajudicial, en sus artículos 1° a 
14, señalando en el artículo 6° los requisitos que debía contener la 
petición de conciliación extrajudicial, así: 
 
“De la petición de conciliación extrajudicial. La solicitud de 
conciliación extrajudicial podrá presentarse en forma individual o 
conjunta, por los interesados, ante el Agente del Ministerio Público 
(Reparto) Correspondiente, ante los Centros de Conciliación o 
cualquier otra autoridad facultada para ello. 
 
“La solicitud deberá contener los siguientes requisitos: 
“a) La designación del funcionario o del Centro de Conciliación a 
quien se dirige; 
“b) La individualización de las partes y de sus representantes si fuere 
el caso; 
“c) Las diferencias que se quieren conciliar y los hechos en que se 
fundamentan; 
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“d) La relación de las pruebas que se acompañan y de las que se 
harían valer en el proceso; 
“e) La demostración del agotamiento de la vía gubernativa, a través 
del acto expreso o presunto, cuando ello fuere necesario; 
“f) La estimación razonada de la cuantía de las aspiraciones; 
“g) La manifestación, bajo la gravedad del juramento, de no haber 
presentado demandas o solicitudes de conciliación con base en los 
mismos hechos; 
“h) La indicación del lugar para que se surtan las notificaciones, y 
(sic) 
“i) La firma del solicitante o solicitantes; 
“Parágrafo. En todo caso no se podrá rechazar inicialmente, la 
solicitud por ausencia de cualquiera de los requisitos anteriores. En 
este evento, el conciliador informará al interesado sobre la falta de 
alguno de ellos, para que subsane la omisión a más tardar el día de la 
audiencia, si no lo hiciere se citará para nueva audiencia. 
 
“Si durante el trámite de la audiencia se observare que no es 
procedente la conciliación, se dejará constancia en el acta, y se 
devolverán los documentos aportados por los interesados…”. 
 
“De igual manera, el artículo 2° del mencionado Decreto preveía que 
eran conciliables los conflictos de carácter particular y de contenido 
económico. 
 
“No puede perder de vista la Sala que el Decreto núm. 1716 de 14 de 
mayo de 2009, “por el cual se reglamenta el artículo 13 de la Ley 
1285 de 2009…”, derogó los artículos 1° a 14 del Decreto núm. 2511 
de 1998 y el Decreto Reglamentario 1214 de 200014, y precisó los 
lineamientos a seguir para dar cumplimiento al requisito de 
conciliación extrajudicial exigido por la nueva norma. De tal manera 
que si bien es cierto que existía un procedimiento anterior para el 
trámite de la conciliación extrajudicial y que al mismo bien podían 
acudir los interesados antes de la expedición del Decreto, no lo es 
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menos que éste, dada su característica de reglamentario, reguló en 
detalle la materia haciendo explícito lo que estaba implícito en la Ley 
1285 de 2009, y está amparado por la presunción de legalidad 
inherente a los actos administrativos.  
 
“Así pues, tanto la interpretación que hace la Sección Segunda, como 
la de la Sección Primera, no resulta arbitraria o caprichosa. Empero, 
estando de por medio derechos de carácter laboral, que algunos 
tienen la condición de irrenunciables e indiscutibles y otros de 
inciertos y discutibles, en cada caso en particular debe analizarse el 
pluricitado requisito de procedibilidad, pues el mismo no siempre 
resulta obligatorio. 
 
“De otra parte, cuando como en este caso existen dos interpretaciones 
igualmente válidas debe privilegiarse la que garantice de mejor 
manera el acceso a la administración de justicia. En efecto, la Corte 
Constitucional ha sido enfática en señalar que cuando exista una 
norma cuya interpretación razonable admita al menos dos sentidos 
diferentes, el intérprete debe optar por la interpretación que se adecue 
mayormente y de mejor manera a los principios, valores, derechos y 
mandatos constitucionales, de tal forma que se produzcan resultados 
proporcionados, razonables, equitativos y verdaderamente justos, de 
preferencia sobre el principio jurídico (entre otras, en sentencia T-191 
de 20 de marzo de 2009, Magistrado ponente doctor Luis Ernesto 
Vargas Silva).  
 
“Conforme quedó reseñado anteriormente, en ejercicio de la acción de 
nulidad y restablecimiento del derecho, la señora NERY GERMANIA 
ÁLVAREZ BELLO solicitó la nulidad parcial de la Resolución núm. 
7156 de 14 de mayo de 2008 y del auto núm. 00038 de 18 de diciembre 
de 2008, por medio de los cuales el Instituto de Seguros Sociales, 
reconoció una pensión de vejez y resolvió la solicitud de reliquidación 
de la misma. 
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“De tal manera que bien puede afirmarse que en este caso, en 
principio, no era exigible el agotamiento de la conciliación 
extrajudicial como requisito de procedibilidad de la acción 
instaurada, atendiendo el principio de irrenunciabilidad consagrado 
en el artículo 53 Constitucional. 
 
“Así las cosas, la Sala Plena revocará el fallo de primera instancia, en 
cuanto denegó la acción de tutela instaurada, para disponer, en su 
lugar, el amparo de los derechos invocados por la actora en su 
solicitud, debiendo ordenar al Juzgado Primero Administrativo del 
Circuito de Montería, que provea sobre la admisión de la demanda”. 
(Negrilla y subraya fuera de texto) 
 
 
Así pues, dado que el derecho a la pensión es de carácter irrenunciable, toda vez 
que forma parte del patrimonio inalienable; se tiene que debe exigirse el requisito de 
procedibilidad. Lo trascendental del fallo proferido es que se profirió por la Sala Plena 
del Consejo de Estado, constituyéndose en un pronunciamiento que no puede 
desconocerse por los jueces y que debe ser atendido por las autoridades administrativas.  
 
Ahora bien, frente a derechos pensionales no hay discusión alguna, empero el tema 
no ha sido pacífico cuando se trata de acreencias laborales, de las cuales cabe mencionar 
que algunas se consideran inciertas y otras no. Al respecto, la sección segunda del 
Consejo de Estado, en reciente pronunciamiento, explicó que para la conciliación 
prejudicial debe tramitarse cuando las acreencias laborales encierren prestaciones como 
horas extras. Indicó en dicha oportunidad: 
 
Por manera que, en tratándose de la acción de nulidad y 
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restablecimiento del derecho, que para la fecha de presentación de la 
demanda se encuentra regulada por el artículo 138 de la Ley 1437 de 
2011, si el asunto se refiere a una reclamación por derechos 
conciliables, será requisito indispensable para acceder a la 
jurisdicción, la realización previa del trámite de conciliación 
prejudicial, norma que fue redactada en idéntico sentido por el 
numeral 1 del artículo 161  ibídem.  
 
En punto de los asuntos que se consideran conciliables, ya esta 
Corporación ha explicado en su jurisprudencia que, en tratándose de 
derechos laborales y para dar cumplida aplicación al artículo 13 de la 
Ley 1285 de 2009,  “…son materia de conciliación aquellos derechos 
transables que tengan el carácter de “inciertos y discutibles”. No 
obstante, la posición de la Sala referente a la exigibilidad del 
requisito de la conciliación prejudicial en los términos de la Ley 1285 
de 2009, debe ser analizado en cada caso concreto, atendiendo la 
calidad de los derechos reclamados y la posibilidad de su debate en el 
escenario conciliatorio” (Subraya fuera de texto). 
 
En otras decisiones y sobre el mismo tema, también precisó esta 
Corporación que gozaban de la calidad de derechos irrenunciables y, 
por ende, no susceptibles de conciliación, las prestaciones periódicas, 
como es el caso de los salarios, en vigencia del vínculo laboral,  y las 
mesadas pensionales, sobre las cuales no hay lugar a transacción por 
ser derechos ciertos e indiscutibles. 
 
Descendiendo al caso bajo estudio y analizado el derecho de petición 
elevado por la demandante, sobre el cual se estructura la existencia del 
acto ficto negativo, se colige que su reclamación se encausó a obtener  
la liquidación y pago de “…las acreencias laborales y cesantías …” 
sin precisar  los conceptos que encierran la expresión acreencias 
laborales,  esto es, si refiere a salarios, primas, bonificaciones 
ordinarias y especiales, horas extras, etc., ni menos aún el lapso 
durante el cual estos se causaron, por lo que resulta imposible 
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atribuirle la calidad de derechos ciertos e indiscutibles, 
constituyéndose, por ende, en un asunto perfectamente conciliable. 
 
En lo que concierne a las cesantías, parciales o definitivas, también ha 
precisado la jurisprudencia de esta Corporación que no se constituye 
en una prestación periódica, sino  unitaria, que, aún cuando su 
liquidación se realice de manera anual o, excepcionalmente, al retiro 
del empleado, se agota al momento de la expedición del respectivo acto 
que las reconozca. 
 
Vistas así las cosas, se muestra evidente que la reclamación de las 
“prestaciones sociales y cesantías” del demandante, en los términos 
de su derecho de petición, conciernen a derechos inciertos y 
discutibles, por lo que, al tenor de lo previsto por el artículo 13 de la 
Ley 1285 de 2009, era exigible el trámite de la conciliación 
prejudicial como requisito de procedibilidad para acceder a la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo mediante el ejercicio del 
medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.” 
(CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Segunda, Subsección A. Consejero Ponente: GUSTAVO 
EDUARDO GOMEZ ARANGUREN. Sentencia del 9 de abril de 2014. 
Radicación: 27001-23-33-000-2013-00347-01(0539-14)). (Negrilla y 
subraya fuera de texto) 
 
Así pues, la cesantías cuya naturaleza constituye una protección para casos 
especiales que se presenten al trabajador conforme lo expuesto por el Máximo Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo, no constituye un derecho cierto e indiscutible, frente 
al cual debe entonces agotarse la conciliación prejudicial.  
 
La Corte Constitucional por su parte, ha abordado el tema de la conciliación 
prejudicial como se vió en precedencia, declarándola constitucional; empero ha sido 
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conteste que cuando hay derechos laborales en juego, necesario es determinar el alcance 
cierto e indiscutible de los mismos para analizar la aplicación de dicha figura. Ha 
manifestado la Corporación: 
 
La Corte ha desarrollado amplia jurisprudencia estructurando las 
características esenciales de la conciliación, a saber: 
 
i) Es un instrumento de autocomposición de un conflicto, en el que las 
partes involucradas, con la intervención del conciliador y la voluntad 
de ellas, llegan a un acuerdo que implica el reconocimiento o la 
aceptación por una de ellas de los posibles derechos reclamados por la 
otra, o hay renuncia recíproca de las pretensiones o los intereses 
alegados. 
 
ii) Constituye una actividad preventiva, en la medida en que busca la 
solución del conflicto antes de acudir a la vía procesal o durante el 
trámite del proceso, en cuyo caso no se llega al resultado final normal 
de aquél, que es la sentencia, constituyendo así una causal anormal de 
terminación del proceso. 
 
iii) La conciliación no tiene, en estricto sentido, el carácter de actividad 
judicial ni da lugar a un proceso jurisdiccional, porque el conciliador 
(autoridad o particular) no interviene para imponer a las partes la 
solución del conflicto en virtud de una decisión autónoma e 
innovadora, limitándose a presentar fórmulas para que las partes se 
avengan a solucionar el conflicto, y a presenciar y a registrar el acuerdo 
a que han llegado; el conciliador, por consiguiente, no es parte 
interesada en el conflicto y debe asumir y mantener una posición 
neutral. 
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iv) Es un mecanismo útil para la solución de los conflictos, porque: 1) 
ofrece a las partes involucradas en un conflicto la posibilidad de llegar 
a un acuerdo, sin necesidad de acudir al proceso judicial, que implica 
demora, costos para las partes y congestión para el aparato judicial; 2) 
constituye un mecanismo alternativo de administración de justicia, que 
se inspira en el criterio pacifista que debe regir la solución de los 
conflictos en una sociedad; 3) es un instrumento que busca lograr la 
descongestión de los despachos judiciales, procurando mayor eficiencia 
de la administración de justicia. 
 
v) La conciliación tiene un ámbito que se extiende a todos aquellos 
conflictos susceptibles, en principio, de ser negociados, o en relación 
con personas cuya capacidad de transacción no esté limitada por el 
ordenamiento jurídico. Así, bien pueden señalarse casos en los cuales 
válidamente cabe restringir la facultad de conciliar y, naturalmente, no 
debe confundirse la institución de la conciliación con el contrato de 
transacción, de estirpe privada, que se gobierna por reglas especiales. 
 
vi) La conciliación es el resultado de una actuación que se encuentra 
reglada por el legislador en varios aspectos, tales como las autoridades 
o sujetos competentes para intervenir en la actividad de conciliación y 
las facultades de las cuales disponen; las clases o tipos de conciliación 
admisibles y los asuntos susceptibles de ser conciliados; las 
condiciones bajo las cuales se pueden presentar peticiones de 
conciliación; los trámites que se deben realizar; la renuencia a 
intentarla y las consecuencias que se derivan de ello; la audiencia de 
conciliación, la formalización del acuerdo total o parcial entre las partes 
o la ausencia de éste; y la documentación de lo actuado. (CORTE 
CONSTITUCIONAL, Sentencia T-464 de 2013.  Magistrado Ponente: 
Nilson Pinilla Pinilla). 
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CAPÍTULO III: PROBLEMÁTICA EN LA APLICACIÓN DE LA 
CONCILIACIÓN PREJUDICIAL Y POSICIÓN ADECUADA PARA LA 
SOLUCIÓN DE LITIGIOS DONDE SE ENCUENTREN EN JUEGO DERECHOS 
CIERTOS E INDISCUTIBLES 
 
Aclarado una vez el hecho de la no exigibilidad de la conciliación como requisito 
de procedibilidad de las acciones que lo exigen, antes de la Ley 1285 de 2009, cabe ahora 
analizar otros aspectos que en la actualidad generan ciertos interrogantes en cuanto a la 
aplicación de esta figura jurídica. 
 
El primero de ellos, bien es considerable analizar los argumentos esbozados en su 
momento por el Procurador General de la Nación al solicitar la declaración de 
inconstitucionalidad del Art. 13 de los Proyectos de Ley que se convertirían en Ley de la 
República (1285/09), esto es, la falta de servidores públicos que llevaran a cabo las 
audiencias de conciliación.  
 
Frente a este aspecto, es importante realizar un análisis de las estadísticas frente a 
los procesos de conciliación que en la actualidad pueden estar en cabeza de los 
procuradores judiciales y el número de funcionarios públicos con que cuenta la Entidad 
para abrogar el conocimiento de la conciliación prejudicial como requisito de 
procedibilidad, pues este factor cuantitativo, permitirá colegir que en la actualidad son 
muchos los procesos que se surte como conciliación ante los procuradores judiciales 
delegados ante los jueces administrativos.  
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Se obtuvo un resultado, en los estudios realizados por la Procuraduría General de la 
Nación entre enero de 2009 y marzo de la misma anualidad, que habían en todo el País 
3.234 solicitudes y un total de 55 Procuradores Judiciales, teniendo Armenia el mayor 
número de solicitudes con 1.080. (Serrato, 2009). 
 
Teniendo en cuenta el cúmulo de peticiones elevadas ante los Agentes del 
Ministerio Público, tienen cabida los argumentos esbozados por el Procurador General de 
la Nación frente a la conciliación como requisito de procedibilidad, pues en aras de 
obtener una justicia más eficaz, el hecho de que no se cuenten con los recursos humanos 
suficientes para conocer de las conciliaciones dilataría por completo el derecho de las 
personas al acceso a la administración justicia.  
 
Un segundo problema que se plantea frente a la conciliación como requisito de 
procedibilidad,  y que tiene relación con el anteriormente planteado, es el hecho de que se 
asigne sólo a los Agentes del Ministerio Público el conocimiento de la misma, pues si 
bien la Corte Constitucional, no dio su aval para que en los centros de conciliación se 
llevara a cabo la misma y de conformidad con lo establecido por el Consejo de Estado, el 
único competente en virtud del Artículo 227 de la C.N. es el Agente del Ministerio 
Público, bien se podría en la actualidad conferir la competencia a los centros de 
conciliación, pues serán los jueces los que de todas maneras imparta su aprobación de la 
conciliación.  
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Con ello además, la conciliación sería un mecanismo más rápido y efectivo, puesto 
al servicio de las personas y de su inalienable derecho de acceso a la justicia.  
 
De otra parte, un tercer cuestionamiento en cuanto a la implementación de la 
conciliación como requisito de procedibilidad es el hecho de que de todas maneras sea el 
juez contencioso administrativo el que imparta su aprobación sobre la mima, es decir que 
la conciliación no coadyuvaría a nada en cuanto a la descongestión judicial se refiere, por 
cuanto si hay acuerdo conciliatorio de todas maneras serán remitidas a los jueces 
administrativos que tendrán el mismo cúmulo de trabajo, ello se repite, iría en contra 
únicamente del derecho de acceder a una eficaz impartición de justicia. Teniendo en 
cuenta que una de las finalidades de la conciliación es precisamente el hecho de 
coadyuvar a la descongestión judicial.  
 
Ahora, los pronunciamientos de la Corte Constitucional, como del Consejo de 
Estado, son unánimes en afirmar que debe protegerse los derechos ciertos e indiscutibles, 
como es el caso de los pensionales y de las prestaciones periódicas como los salarios, 
donde no hay el menor atisbo de duda sobre la no procedencia de la conciliación; empero 
el tema encuentra trabas en lo que tiene que ver con derecho a las cesantías que pese a su 
génesis generan controversias y en el entender del consejo de Estado pueden ser 
conciliables, descalificando una prerrogativa que busca la protección del empleado en 
casos especiales.  
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9. CONCLUSIONES 
 
Como se dejó visto en los párrafos precedentes la conciliación prejudicial 
administrativa consagrada para las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, la 
acción de reparación directa y las controversias contractuales. (González, 2007, p.107). 
Además de manera eventual para las acciones de repetición, tiene la naturaleza propia de 
la conciliación, esto es buscar el arreglo común entre las partes, sin necesidad de someter 
el conflicto presentado a los estrados judiciales.  
 
Sin embargo, pese a los beneficios que inspiran la conciliación en materia 
contenciosa administrativa, como es el caso de ahorro patrimonial del Estado al no poner 
en marcha el aparato judicial y su defensa en caso de ser demandado, la descongestión de 
los despachos judiciales y su fortalecimiento como mecanismo alternativo de solución de 
conflictos(Serrato, Op Cit, 2), la conciliación muestra grandes debilidades, una de ellas  
el bajo número de servidores públicos que en la actualidad fungen como agentes del 
Ministerio Público en Administrativo comparado de manera cuantitativa con el número 
de peticiones para conciliaciones prejudiciales.  
 
Además de ello el hecho de que la facultad de conciliar sólo este en cabeza del 
Ministerio Público, limita la eficacia de esta figura jurídica porque la congestión que 
antes se evidenciaba en los despachos judiciales se reflejará en los despachos de los 
Procuradores Judiciales,  conllevando con ello a que el derecho de acceso a la justicia se 
vea limitado, y que antes de conseguir una justicia rápida y efectiva, se retrase la 
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soluciones a los litigios que se presenten en contra de las entidades públicas o donde las 
mismas se vean involucradas.  
 
Por ello, si bien dentro de otros procesos como en el civil o de familia, la 
conciliación como requisito de procedibilidad ha conllevado a resultados favorables, en 
materia administrativa no se prevé tal situación debido a la falta de coordinación con la 
que trabajan las entidades del Estado por no pormenorizar los efectos de una legislación y 
revisar los impactos que la misma pueda tener en los derechos fundamentales de las 
personas. A lo cual se suma el hecho de que la Corte Constitucional haya quitado 
competencia a los Centro de Conciliación para conocer de estos asuntos, pese a que de 
todas maneras será un juez especializado, esto es, un Juez administrativo el que imparta 
la aprobación o improbación de la conciliación entre las partes, homologación a la que de 
todas manera es citado el Agente del Ministerio Público, para que defienda el interés y 
orden público. 
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